Bogotá, D.C., 18 de marzo de 2015
Doctor
JAIME BUENAHORA FEBRES
Presidente

Comisión Primera 
Cámara de Representantes

Congreso de la República
Referencia: Enmienda al Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de Ley Estatutaria N° 062  de 2014 Cámara “Por medio de la cual se fortalece el ejercicio del control social ciudadano y la participación ciudadana en las instituciones del Sistema General de Seguridad Social en Salud y se establecen otras disposiciones” 

Reciba un cordial saludo.
En cumplimiento del encargo hecho por la Mesa Directiva de la Comisión Primera Constitucional de la Cámara de Representantes, rendí ponencia para primer debate del proyecto de ley estatutaria de la referencia el 16 de octubre de 2014, de conformidad con lo dispuesto por la Constitución Política y por la Ley 5ª de 1992. No obstante, someto a consideración de los honorables Congresistas, enmienda al informe de ponencia, en consideración al concepto presentado posteriormente por el Ministro de Salud y Protección Social Dr. Alejandro Gaviria Uribe sobre el proyecto en mención.
Cordialmente,
CARLOS ABRAHAN JIMENEZ LÓPEZ
Representante a la Cámara por el Valle del Cauca    
Partido Cambio Radical


    
ENMIENDA AL INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE 
LEY ESTATUTARIA NÚMERO 062  DE 2014 CÁMARA

“POR MEDIO DE  LA CUAL SE FORTALECE EL EJERCICIO DEL CONTROL SOCIAL CIUDADANO Y LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LAS INSTITUCIONES DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD Y SE ESTABLECEN OTRAS DISPOSICIONES” 
1. ANTECEDENTES 
El Proyecto de Ley en estudio fue presentado inicialmente el 20 de julio de 2012, por los congresistas Gloria Stella Díaz y Carlos Alberto Baena, quedando bajo el número 19 de 2012, el cual tuvo ponencia positiva por parte de los ponentes de la Comisión Primera del Senado
, pero se hundió con ocasión del proyecto de ley 209 de 2013 (proyecto de ley estatutaria del derecho fundamental a la salud
), por considerar los honorables senadores que su articulado sería incluido en dicho proyecto.
Posteriormente, la iniciativa se volvió a radicar el 20 de julio de 2013 por los Honorables congresistas Carlos Alberto Baena, Manuel Antonio Virgüez Piraquive y Gloria Stella Díaz Ortiz del Movimiento Político MIRA, quedando con el número 012 de 2013 Senado
, y archivado por vencimiento de términos el 20 de junio de 2014.
Por considerar importante la iniciativa, la radicaron nuevamente con el fin de que se le pueda dar el trámite que requiere.
2. OBJETO Y CONTENIDO DEL PROYECTO
La iniciativa busca fortalecer el control social ciudadano frente al Sistema General de Seguridad Social en Salud, establecer mecanismos o herramientas que garanticen una vigilancia efectiva a la gestión pública y privada en materia de manejo y ejecución de recursos del sistema, mediante las la participación ciudadana a través de la conformación de veedurías de la salud.
Con la iniciativa se amplía el ámbito de vigilancia de las veedurías ciudadanas para que no sólo ejerzan control sobre la gestión pública respecto a las autoridades administrativas, políticas, judiciales, electorales, legislativas y órganos de control, sino también, respecto a                                                                                                                                                                                                                                               las entidades o instituciones que hagan parte del sistema de seguridad social en salud o que manejen recursos del sistema, así como de las entidades privadas o mixtas.

El proyecto de ley estatutaria en estudio se compone de siete artículos distribuidos así: (i) el artículo 1º señala el objeto; (ii) el artículo 2º define lo que se entiende por veeduría ciudadana; (iii) el artículo 3º determina los objetivos específicos de las Veedurías de la Salud; (iv) el artículo 4° regula la composición y facultades de las Veedurías de la Salud; (v) el artículo 5º establece el requerimiento de información; (vi) el artículo 6º y 7° consagra la conformación de asociaciones de pacientes o de usuarios del Sistema de Seguridad Social en Salud y sus atribuciones; y por último, vii) el artículo 8° se reserva para la vigencia y derogatorias. 

3. MARCO JURÍDICO DEL PROYECTO
MARCO CONSTITUCIONAL 
· ARTICULO 40. Todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación, ejercicio y control del poder político. 
(…)
· ARTICULO 48. La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley.  

(…)
· ARTÍCULO   49. “La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud.

Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de salud a los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. También, establecer las políticas para la prestación de servicios de salud por entidades privadas, y ejercer su vigilancia y control. Así mismo, establecer las competencias de la Nación, las entidades territoriales y los particulares, y determinar los aportes a su cargo en los términos y condiciones señalados en la ley.

(…)
· ARTÍCULO 103. “Son mecanismos de participación del pueblo en ejercicio de su soberanía: el voto, el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato. La ley los reglamentará.

El Estado contribuirá a la organización, promoción y capacitación de las asociaciones profesionales, cívicas, sindicales, comunitarias, juveniles, benéficas o de utilidad común no gubernamentales, sin detrimento de su autonomía con el objeto de que constituyan mecanismos democráticos de representación en las diferentes instancias de participación, concertación, control y vigilancia de la gestión pública que se establezcan.” 
· ARTÍCULO 270. “La ley organizará las formas y los sistemas de participación ciudadana que permitan vigilar la gestión pública que se cumpla en los diversos niveles administrativos y sus resultados.” 
MARCO LEGAL

· LEY 87 DE 1993. “Por la cual se establecen normas para el ejercicio del control interno en las entidades y organismos del estado y se dictan otras disposiciones”
Artículo  2º.-   Objetivos del sistema de Control Interno. Atendiendo los principios constitucionales que debe caracterizar la administración pública, el diseño y el desarrollo del Sistema de Control Interno se orientarán al logro de los siguientes objetivos fundamentales (…).
· LEY 100 DE 1993. "Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras disposiciones”
ARTICULO. 156-Características básicas del sistema general de seguridad social en salud. El sistema general de seguridad social en salud tendrá las siguientes características:

(…)

h)  Los afiliados podrán conformar alianzas o asociaciones de usuarios que los representarán ante las entidades promotoras de salud y las instituciones prestadoras de servicios de salud;

(…)

ARTICULO.   157.-Tipos de participantes en el sistema general de seguridad social en salud. A partir de la sanción de la presente ley, todo colombiano participará en el servicio público esencial de salud que permite el sistema general de seguridad social en salud. Unos lo harán en su condición de afiliados al régimen contributivo o subsidiado y otros lo harán en forma temporal como participantes vinculados.

(…)

PARAGRAFO. 3º-Podrán establecerse alianzas o asociaciones de usuarios, las cuales serán promovidas y reglamentadas por el Gobierno Nacional con el fin de fortalecer la capacidad negociadora, la protección de los derechos y la participación comunitaria de los afiliados al sistema general de seguridad social en salud. Estas agrupaciones de usuarios podrán tener como referencia empresas, sociedades mutuales, ramas de actividad social y económica, sindicatos, ordenamientos territoriales u otros tipos de asociación, y podrán cobrar una cuota de afiliación.
· LEY 134 DE 1994. “Por la cual se dictan normas sobre mecanismos de participación ciudadana”.
Artículo  100º.- De las veedurías ciudadanas. Las organizaciones civiles podrán constituir veedurías ciudadanas o juntas de vigilancia a nivel nacional y en todos los niveles territoriales, con el fin de vigilar la gestión pública, los resultados de la misma y la prestación de los servicios públicos.

La vigilancia podrá ejercerse en aquellos ámbitos, aspectos y niveles en los que en forma total o mayoritaria se empleen los recursos públicos de acuerdo con la constitución y la ley que reglamente el Artículo 270 de la Constitución Política.
· DECRETO 1757 DE 1994: “Por el cual se organizan y se establecen las modalidades y formas de participación social en la prestación de servicios de salud, conforme a lo dispuesto en el numeral 1del artículo 4del Decreto-ley 1298 de 1994”.
· LEY 190 DE 1995. “Por la cual se dictan normas tendientes a preservar la moralidad en la Administración Pública y se fijan disposiciones con el fin de erradicar la corrupción administrativa”.
· LEY 489 DE 1998. “Por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones, principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones”.
Capitulo viii. Democratización y control social de la administración pública 

· LEY 850 DE 2003. “Por medio de la cual se reglamentan las veedurías ciudadanas”.
4. ARGUMENTOS QUE SUSTENTAN LA INICIATIVA
Los autores de la iniciativa señalan que “la crisis en el sistema general de seguridad social en salud que actualmente enfrenta nuestro país, ha evidenciado múltiples fallas del sistema en diferentes componentes pese a las medidas implementadas por el Gobierno Nacional y a las reformas que se han tomado desde el legislativo a lo largo de más de una década, lo cual ha generado el consenso de todos los actores para reconocer que existe una “crisis estructural” y que es necesario empezar a tomar medidas de fondo para evitar que los pacientes sigan siendo perjudicados por esta situación.   
En medio de esta lamentable realidad, lo cierto es que independiente del modelo de salud que se establezca, un componente necesario para la vigilancia del sistema lo constituye la participación en el control social ciudadano por parte de la comunidad, de ahí la importancia de generar o fortalecer mecanismos como las veedurías, que sin duda contribuirán a la vigilancia del sector que viene siendo cuestionada no solo por su calidad sino también por la presencia del fenómeno de la corrupción.” 
La ley 850 de 2003 reglamenta las veedurías ciudadanas como ese mecanismo democrático de representación, que le permite a los ciudadanos o a las diferentes organizaciones comunitarias, ejercer control y vigilancia de la gestión pública, pero no se establece ello respecto a las entidades o instituciones que hacen parte del Sistema de Seguridad Social o que manejen recursos del sistema.

Desde esa estructura legal, consideran los autores que como lo propone la iniciativa, la vigilancia de los servicios de salud sea ejercida por un grupo de ciudadanos y usuarios de los servicios de salud, con el propósito de efectuar sobre la función administrativa de dichas entidades un mayor control; aplicando los principios enmarcados en la ley 850 de 2003, tales como son la sujeción de los servicios e intereses generales, igualdad, la moralidad, la eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad.
Igualmente, agregan “observamos que en todo el país está de presente el riesgo de corrupción, de desviación de recursos destinados a salud. 
Viendo la problemática de corrupción que tiene el sector y e interés público existente sobre la prestación y transparencia del servicio de salud, se consagra en la presente iniciativa, el seguimiento y vigilancia sobre la gestión que realicen entidades o instituciones de salud, adicionando con el artículo 2 del presente proyecto, el artículo 1 de la Ley 850 de 2003, pero también ampliando los objetivos de las veedurías consagrados en el artículo 6 de dicha ley (…)”

En lo concerniente a la conformación de asociaciones de pacientes o de usuarios del sistema de seguridad social en salud (art. 6) y las atribuciones de las primeras (art. 7), arguyen “estos artículos se justifican por un lado, en el derecho a la libre asociación que tienen los pacientes como cualquier otro ciudadano para conformar asociaciones o hacer parte de una o varias asociaciones, con las restricciones propias de la constitución y la ley, y por otro lado, en el interés legítimo que tienen algunos pacientes de poder participar de manera autónoma en las decisiones que los afectan de las prestadoras y diferentes entidades instituciones.
Se trata también de darles un status superior al que tienen en la actualidad, donde se les ha marginado y su voz no ha sido escuchada por los diferentes actores que hacen parte del sistema, pero también se busca otorgarles mayor fortaleza para actuar frente a grandes intereses que priman en el sistema de salud actual”
5. CONCEPTO MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL

El Ministro de Salud y Protección Social, Dr. Alejandro Gaviria Uribe, rindió concepto institucional sobre el proyecto de ley estatutaria 062 de 2014, en el cual formula las siguientes observaciones:
En la legislatura pasada, surtió trámite legislativo el proyecto de ley estatutaria 209/13 Senado – 267/2013 Cámara, por la cual se regula el Derecho Fundamental a la Salud, en cuyo articulado se incorpora:
 CAPÍTULO II

Garantía y mecanismos de protección del derecho fundamental a la salud

Artículo 12. Participación en las decisiones del sistema de salud. El derecho fundamental a la salud comprende el derecho de las personas a participar en las decisiones adoptadas por los agentes del sistema de salud que la afectan o interesan. Este derecho incluye: 

a) Participar en la formulación de la política de salud así como en los planes para su implementación;

b) Participar en las instancias de deliberación, veeduría y seguimiento del Sistema;

c) Participar en los programas de promoción y prevención que sean establecidos;

d) Participar en las decisiones de inclusión o exclusión de servicios y tecnologías;

e) Participar en los procesos de definición de prioridades de salud;

f) Participar en decisiones que puedan significar una limitación o restricción en las condiciones de acceso a establecimientos de salud;

g) Participar en la evaluación de los resultados de las políticas de salud.
Adicionalmente, realizó una reflexión sobre la necesidad de la expedición del tema que se somete a estudio, expresada en cuatro factores básicos:
i. Un vacío normativo traducido en aspectos como la ambigüedad (múltiples interpretaciones) o vaguedad (imprecisión) de las normas susceptibles de ser aplicadas al caso que se pretende regular.
ii. Un deber de corrección de las regulaciones, como parte de su adaptación a las nuevas situaciones, con base en una fundamentación que haga laudable la estructura del siguiente silogismo: a. Existe un hecho X no contemplado en la norma; b. El hecho X es relevante y debe ser regulado; c. La regulación Y da solución al hecho X, en una relación de estrecha conexidad.
iii. Una necesidad de especialidad en la regulación de un tema que, por su generalidad, no permite comprender los temas específicos o que si los contempla no produce las consecuencias asociadas a esa regulación.
iv. Estos planteamientos pueden conducir a otra faceta y es el retiro de la regulación por ausencia de la necesidad de la misma.
Para concluir que no se agotan las posibilidades de adecuación normativa. De otra parte, el peligro de la reiteración legal, además de la falta de economía, puede llegar a producir debilitamiento de los alcances y ejecución de la ley. En el SGSSS, además, se ha generado una proliferación de normas a nivel de detalle que hace perder el grado de abstracción propio de la norma hacia un casuismo que riñe con toda lógica y aborda aspectos que serían susceptibles de reglamentación.
Teniendo en cuenta lo anterior, en lo que corresponde a las veedurías en salud, anota que este acompañamiento ya existe normativamente y constituye un derecho del ciudadano (ley 850 de 2003). Para ello, realiza el siguiente cuadro comparativo:

	Ley 850 de 2003
	Proyecto de ley estatutaria 062 de 2014

	Artículo  1° Definición. Se entiende por Veeduría Ciudadana el mecanismo democrático de representación que le permite a los ciudadanos o a las diferentes organizaciones comunitarias, ejercer vigilancia sobre la gestión pública, respecto a las autoridades, administrativas, políticas, judiciales, electorales, legislativas y órganos de control, así como de las entidades públicas o privadas, organizaciones no gubernamentales de carácter nacional o internacional que operen en el país, encargadas de la ejecución de un programa, proyecto, contrato o de la prestación de un servicio público. (…)
	Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto fortalecer el control social ciudadano frente al Sistema General de Seguridad Social en Salud, con el fin de generar mecanismos que garanticen una vigilancia efectiva a la gestión pública y privada en materia de manejo y ejecución de recursos del sistema; así como también pretende, la garantía del cumplimiento de las prestaciones en salud y protección del derecho fundamental a la salud a través de las veedurías de salud y de la participación ciudadana por medio de asociaciones de pacientes o de usuarios.
Artículo 2°. El artículo 1º de la Ley 850 de 2003 quedará así:

Artículo 1°. Definición. Se entiende por Veeduría Ciudadana el mecanismo democrático de representación que le permite a los ciudadanos o a las diferentes organizaciones comunitarias, ejercer vigilancia sobre la gestión pública, respecto a las autoridades, administrativas, políticas, judiciales, electorales, legislativas y órganos de control, las entidades o instituciones que hagan parte del sistema de seguridad social en salud o que manejen recursos del sistema, así como de las entidades públicas, privadas o mixtas, organizaciones no gubernamentales de carácter nacional o internacional que operen en el país, encargadas de la ejecución de un programa, proyecto, contrato o de la prestación de un servicio público.

Dicha vigilancia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 270 de la Constitución Política y el artículo 100 de la Ley 134 de 1994, se ejercerá en aquellos ámbitos, aspectos y niveles en los que en forma total o parcial, se empleen los recursos públicos, con sujeción a lo dispuesto en la presente ley.

Los representantes legales de las entidades públicas o privadas encargadas de la ejecución de un programa, proyecto, contrato o de la prestación de un servicio público deberán por iniciativa propia, u obligatoriamente a solicitud de un ciudadano o de una organización civil informar a los ciudadanos y a las organizaciones civiles a través de un medio de amplia difusión en el respectivo nivel territorial, para que ejerza la vigilancia correspondiente.

Parágrafo. Cuando se trate de Empresas de Servicios Públicos Domiciliarios, este control se ejercerá de conformidad con lo preceptuado en la Ley 142 de 1994.

	Artículo 6º. Objetivos:

a) Fortalecer los mecanismos de control contra la corrupción en la gestión pública y la contratación estatal;

b) Fortalecer los procesos de participación ciudadana y comunitaria en la toma de decisiones, en la gestión de los asuntos que les atañen y en el seguimiento y control de los proyectos de inversión;

c) Apoyar las labores de las personerías municipales en la promoción y fortalecimiento de los procesos de participación ciudadana y comunitaria;

d) Velar por los intereses de las comunidades como beneficiarios de la acción pública;
e) Propender por el cumplimiento de los principios constitucionales que rigen la función pública;

f) Entablar una relación constante entre los particulares y la administración por ser este un elemento esencial para evitar los abusos de poder y la parcialización excluyente de los gobernantes;

g) Democratizar la administración pública;

h) Promocionar el liderazgo y la participación ciudadana.
	Artículo 3°. Veedurías de la Salud. En concordancia con lo consagrado en los numerales 1 y 3 del artículo 136 de la Ley 1438 de 2011 y para su cumplimiento, en todo el territorio nacional podrán funcionar las veedurías de la salud, sin más requisitos que los establecidos por la Ley 850 de 2003. Además de perseguir los objetivos definidos en el artículo 6° de la Ley 850 de 2003, las Veedurías de la Salud tendrán entre otros, los siguientes objetivos específicos:

1. Diseñar e implementar mecanismos de organización, participación y coordinación ciudadana, que permitan denunciar las problemáticas en la prestación de servicios de salud y del suministro de medicamentos, por parte de las entidades o instituciones públicas o privadas encargadas. (a,h)

2. Realizar seguimiento, evaluación y control, a la prestación de los servicios de salud, al cumplimiento de los planes de beneficios y a la ejecución de los recursos del sector. (a)
3. Requerir la solución a las problemáticas que se presentan en la prestación de los servicios de salud. (b)

4. Intervenir en el ciclo de las políticas públicas o nacionales que diseñen o ejecuten las autoridades administrativas
.

5. Servir de canal de comunicación entre usuarios o pacientes y las diferentes entidades del Sistema General de Seguridad Social en Salud, para prevenir, evitar, impedir o cesar la vulneración del derecho a la salud, por falta entre otros, de atención, atención deficiente, demora en los tratamientos o en el suministro de medicamentos. (f)

6. Verificar que los profesionales de la salud, trabajen o presten sus servicios bajo las condiciones, las reguladas por la ley, respetando sus derechos laborales y su criterio profesional. (e)

	Artículo  2°. Facultad de constitución. Todos los ciudadanos en forma plural o a través de organizaciones civiles como: organizaciones comunitarias, profesionales, juveniles, sindicales, benéficas o de utilidad común, no gubernamentales, sin ánimo de lucro y constituidas con arreglo a la ley podrán constituir veedurías ciudadanas.
Artículo  15. Funciones. Las veedurías ciudadanas tendrán como funciones las siguientes:

a) Vigilar los procesos de planeación, para que conforme a la Constitución y la ley se dé participación a la comunidad;

b) Vigilar que en la asignación de los presupuestos se prevean prioritariamente la solución de necesidades básicas insatisfechas según criterios de celeridad, equidad, y eficacia;

c) Vigilar porque el proceso de contratación se realice de acuerdo con los criterios legales;

d) Vigilar y fiscalizar la ejecución y calidad técnica de las obras, programas e inversiones en el correspondiente nivel territorial;

e) Recibir los informes, observaciones y sugerencias que presenten los ciudadanos y organizaciones en relación con las obras o programas que son objeto de veeduría;

f) Solicitar a interventores, supervisores, contratistas, ejecutores, autoridades contratantes y demás autoridades concernientes, los informes, presupuestos, fichas técnicas y demás documentos que permitan conocer el cumplimiento de los respectivos programas, contratos o proyectos;

g) Comunicar a la ciudadanía, mediante asambleas generales o en reuniones, los avances de los procesos de control o vigilancia que estén desarrollando;

h) Remitir a las autoridades correspondientes los informes que se desprendan de la función de control y vigilancia en relación con los asuntos que son objeto de veeduría;

i) Denunciar ante las autoridades competentes los hechos o actuaciones irregulares de los funcionarios públicos.
	Artículo 4°. Composición y Facultades de las Veedurías de la salud. Para el cumplimiento de los objetivos propuestos y en armonía con la Ley 850 de 2003, las veedurías de la salud podrán:
a) Ser integradas por profesionales, trabajadores, estudiantes de la salud, usuarios de los servicios y/o ciudadanos en general. Las veedurías de la salud, no serán de elección popular. (Art. 2° de la ley 850 de 2003)
b) Acompañar al paciente, con su autorización, en toda acción propia o relacionada a la prestación del servicio de salud, incluidas consultas, cirugías, formulación de medicamentos, procedimientos de diagnóstico y todas las demás que sean necesarias para prestar el servicio de salud de manera integral.
c) Conocer, solo con la autorización del paciente o de sus familiares, la historia clínica.
d) Acompañar, asesorar y apoyar a los profesionales, trabajadores y estudiantes de la salud, para contribuir frente a las instituciones que los vinculan o frente a terceros, al respeto de sus derechos. (Art. 6° lit. e.)
e) Hacer uso de los medios de comunicación, con franjas obligatorias semanales y gratuitas en televisión, radio e internet, que serán provistas por el Gobierno Nacional, para señalar los aspectos deficientes, la vulneración de derechos de trabajadores y estudiantes del sistema de salud. Además de las entidades que los generan o se involucran en ellos y las propuestas de solución, así como la gestión y resultados de la labor de la Superintendencia Nacional de Salud. (Arts. 15, lit. g., y 18 lit. c.
)
f) Desarrollar sistemas de evaluación de conocimiento público, acerca de los servicios prestados por las entidades e instituciones de salud. (Art. 5)
g) Verificar la autonomía y conformación de los Comités Técnico-Científicos de las Entidades Promotoras de Salud o de los comités de cualquier entidad del área de la salud, donde se decida sobre el diagnóstico, medicamentos y el tratamiento para los pacientes. (Art. 6° lit. e.)

     h) Velar porque el criterio o el diagnóstico del profesional de la salud tratante, sea independiente frente al Comité Técnico-Científico o cualquier otro comité y no sea objeto de presiones para la modificación o cambio del tratamiento o la provisión de servicios que requiere con necesidad el paciente. (Art. 6° lit. e.)
i) Solicitar ante los organismos de vigilancia y control del Estado, el inicio de las investigaciones que considere necesarias contra las entidades del Sistema General de Seguridad Social en Salud, por la demora, falta de atención o atención deficiente a los pacientes, así como por irregularidades en la atención, manejo de los medicamentos y de los recursos de la salud, entre otros. Las Veedurías podrán aportar pruebas que hayan recaudado como consecuencia de sus funciones, y solicitar el impulso del proceso. (Arts. 15, lit. i)


	
	Artículo 5°. Requerimiento de información. Las Veedurías de la Salud podrán requerir información a las EPS, Gestoras, Administradoras, Instituciones Prestadoras de Salud (IPS), Empresas Sociales del Estado (ESE), hospitales y demás entidades u organismos del Sistema de Seguridad Social en Salud, sobre los turnos, horarios, especialidades, perfiles, remuneración y número de profesionales, trabajadores y estudiantes vinculados a la entidad, manuales y protocolos de auditoría médica, control ético sobre el personal a su servicio, licencias, certificados, registros sanitarios, número de pacientes atendidos, tipos de servicio prestados, ambiente laboral, jornadas de trabajo establecidas para el personal vinculado, ayudas diagnósticas ordenadas y practicadas para la totalidad de sus usuarios, interconsultas ordenadas y practicadas para la totalidad de sus usuarios, lapso entre cada orden de interconsulta y su asignación y práctica para la totalidad de sus usuarios, promedio de interconsultas por paciente, lista y cantidades de cada medicamento ordenado y efectivamente entregado a los pacientes, número o promedio de vinculaciones simultáneas a entidades o instituciones de salud, por cada profesional, fortalecimiento académico del personal vinculado, ingresos obtenidos y gastos efectuados en cuentas contables, que permitan conocer el concepto de ingresos y gastos, errores por procedimientos de salud reportados, errores por procedimiento de salud investigados, entre otros.

Parágrafo. Las entidades u organismos del Sistema de Seguridad Social en Salud, estarán obligadas a dar respuesta a las solicitudes elevadas por las veedurías dentro del término establecido en la ley para el derecho de petición de información. Vencido este término sin haber recibido respuesta, la Superintendencia de Salud podrá dentro de sus facultades imponer a la entidad u organismo respectivo, sanción consistente en multa de 20 a 50 salarios mínimos mensuales legales vigentes. (Arts. 16
, 17
, lit. c., y 18 lit. f. 
)


Al realizar esta comparación, se observa que la gran mayoría de objetivos y facultades de las veedurías de la salud que se proponen se encuentran incorporadas en la ley 850 de 2003. De modo que, no se puede afirmar que las mismas sean adicionales a esta disposición sino que tal norma las contiene, con lo cual se perdería buena parte de la fundamentación de la propuesta.
A lo anterior debe sumarse el alcance que le dio la Corte Constitucional a las veedurías, tal y como surge de lo siguiente:

(…) Por otro lado, la Corte aclara que la expresión “gestión pública” debe comprenderse en una perspectiva amplia, de manera que incluya no solo la prestación de un servicio público, o de una función pública, sino también toda actividad del Estado encaminada al cumplimiento de sus fines esenciales, en algunos casos desarrollada por los particulares. La facultad de vigilar la gestión pública (CP, artículo 270) como bien lo sugiere uno de los intervinientes, debe ser entendida a partir del carácter expansivo del principio democrático y desde una óptica material, es decir, en función de la naturaleza misma de las veedurías ciudadanas (…)
.

(…) De esta manera y sin perjuicio de considerar que el proyecto resulta innecesario en cuanto hace a las veedurías, es dable anotar que en lo referente a las asociaciones de pacientes existen una serie de circunstancias que influencia indebidamente el juicio y acompañamiento que despliegan las asociaciones de pacientes en términos muy similares a como ocurre con los trabajadores de la salud. Estas asociaciones se convierten en un puente entre los pacientes y su curación y, en ocasiones, pueden llegar a estar más informadas que los propios médicos y de allí la importancia de su actividad y los límites que se le debe imprimir para que no falseen o deslegitimen. Tales asociaciones funcionan como grupos de presión y, en cierta medida, le sería aplicable la prohibición general de las prácticas restrictivas de la competencia pero no expresamente las dádivas o prebendas cuyo campo de acción esta alinderado por el ejercicio de la profesión y delos trabajadores de la salud.

(…) En este orden, se considera que en cuanto a las veedurías se refiere la propuesta legislativa resulta inviable, pues ya existen los mecanismos necesarios para garantizar la comparecencia de los ciudadanos en organizaciones como las veedurías. No obstante en la reciente exequibilidad del proyecto de ley estatutaria, que fue objeto de control de la Corte Constitucional, se adoptaron una serie de elementos de participación comprendidos en el derecho fundamental a la salud. Finalmente, en lo atinente a la asociación de pacientes sería del caso realizar una revisión más integral de la temática especialmente en puntos como los conflictos de intereses.

6. CONSIDERACIONES

La Honorable Corte Constitucional en sentencia C-313 del 29 de mayo de 2014, Magistrado Ponente Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, revisó la constitucionalidad del proyecto de ley estatutaria 209/13 Senado – 267/2013 Cámara, declarando la exequibilidad total del artículo 12 del proyecto en mención, con fundamento en las siguientes consideraciones:
“(…) Para la Sala, la participación a la que se refiere el Art. 12 debe entenderse en consonancia con el Texto Superior, lo que implica también participar, además, respecto de las decisiones que se adoptarán por los agentes del sistema de salud, de tal modo que su participación en el marco del modelo democrático pueda ser efectiva, continua, activa y, pueda en efecto, como lo menciona la norma, participar en la formulación de la política de salud y en los planes para su implementación, fijar prioridades, evaluar resultados, participar en las decisiones sobre exclusión de servicios y tecnologías, participar en decisiones que puedan significar una limitación o restricción en las condiciones de acceso a establecimientos de salud y, en fin, involucrarse ciertamente en los programas y estrategias propias del mencionado derecho.

(…) Un segundo asunto importante en la valoración constitucional del artículo, guarda relación con las prerrogativas prescritas por el Art.12 en favor de la participación de los ciudadanos en las decisiones del sistema de salud, en cuanto no puede estimarse como una lista taxativa, sino apenas como una enunciación que no puede excluir, dado el carácter expansivo y universal del principio democrático, otro tipo de garantías o actuaciones que igualmente procuren satisfacer el derecho que tendrían los ciudadanos a participar activamente en tales decisiones. Así pues, la participación ha de valorarse como realizable, necesaria y posible en “los asuntos relacionados con la salud” (Observación 14), con lo cual, se desarrolla de mejor modo la Constitución, siempre tendiendo a lograr la realización efectiva del derecho a la participación acorde con los antes citados postulados del espíritu democrático contenidos en los artículos 1º, 2º y 113 del Texto Superior. 

(…) En lo que respecta a cada uno de los contenidos incorporados en los literales a) a g), no caben censuras, pues, se trata de escenarios propios del derecho a la salud, en los cuales, cobrará vigor el ejercicio democrático ciudadano como se pasa a revisar.

En cuanto al literal a) no se avizora motivo de inconstitucionalidad, pues, de lo que se trata es de la participación en la formulación de la política en salud y su implementación. Para la Sala, este derecho es congruente con lo dispuesto en la citada Observación 14, en su párrafo 54, que señala como deber gubernamental, el de reconocer el derecho de los grupos y las personas “(…) a participar en el proceso de adopción de decisiones que puedan afectar a su desarrollo (…)”. El derecho estipulado en el literal b) también se corresponde con lo inmediatamente expuesto, pero, además, se aviene con lo dispuesto en la misma observación en cuanto a la participación con miras a evaluar las estrategias en salud. La veeduría y seguimiento del sistema de salud contemplados por el legislador estatutario contribuyen a dicha meta. 

El literal c) al establecer que se goza del derecho a participar en los programas de promoción y prevención, es expresión del contenido de la Observación 14 cuando reza que “Sólo podrá asegurarse la prestación efectiva de servicios de salud si los Estados garantizan la participación del pueblo”. Esto es, además de reconocerse el derecho, se logra con la realización de este, involucrar a los directamente interesados en la materialización del logro del derecho. El literal d) reconoce un derecho a participar en las decisiones de inclusión o exclusión de servicios. Para la Sala, este derecho quiere significar que las personas están llamadas a incidir en asuntos tan capitales como los que hacen relación a los criterios de exclusión, lo cual comporta de contera decisiones de inclusión. 

El literal e) que reconoce la participación en los procesos de definición en prioridades en salud es incontestablemente armónico con la citada Observación 14 cuando indica que “Para promover la salud, la comunidad debe participar efectivamente en la fijación de prioridades” y, no se advierte en su contenido, quebrantamiento alguno de la Carta. El literal f) se entiende como un mecanismo en defensa de la salud y no como una patente de corso para limitar o restringir las condiciones de acceso a los establecimientos de salud, con lo cual, no se verifica motivo de inconstitucionalidad que conduzca a excluirlo del ordenamiento jurídico. 

El literal g), encuentra razones para su constitucionalidad, similares a las ya anotadas para pronunciarse en términos de exequibilidad a favor del literal b) de este artículo y a ellas se atiene la Corte (…)”
Adicional a lo anterior, la Superintendencia de Salud con fundamento en la Constitución Política y la Ley 850 de 2003, ha venido promoviendo la conformación de veedurías ciudadanas, con el fin de que la comunidad ejerza vigilancia y control social de la ejecución de los programas, proyectos y servicios ofrecidos por las entidades prestadoras de salud que involucren dineros públicos, y con base en ello, expidió la cartilla de Veeduría Ciudadana en el Sistema General de Seguridad Social en Salud
, y es así como se puede observar en su página web, las veedurías que desde el año 2008 se han conformado en los distintos departamentos con fundamento en dicho instrumento.

De lo expuesto, se logra colegir que en nuestro ordenamiento jurídico ya existe regulación normativa que permite constituir veedurías dentro del Sistema de Seguridad Social en Salud, para la vigilancia de la gestión pública respecto de las entidades o instituciones que hacen parte del sistema o que manejan recursos públicos y en las cuales se halle presente el fenómeno de la corrupción. Adicional a ello, se garantiza a los ciudadanos o las diferentes organizaciones comunitarias el derecho a participar en las decisiones que los afectan así como en todos los escenarios que cobija e implica protección del derecho fundamental a la salud, por lo que el presente proyecto de Ley Estatutaria resulta innecesaria, de lo contrario, se presentaría redundancia legislativa, ante la existencia de varios textos legales que establezcan los mismos supuestos jurídicos.
Por último, en lo que tiene que ver con las asociaciones de pacientes o usuarios, las cuales han alcanzado un status de gran importancia, conforme a lo señaló el Ministro de Salud y Protección Social, resulta necesario hacer una revisión y por ende, una regulación de manera integral, que cobije todos los aspectos que ello involucre.
7. PROPOSICIÓN
En virtud de las consideraciones anteriormente expuestas, presento proposición de archivo al Proyecto de Ley Estatutaria N° 062 de 2014 Cámara “Por medio de  la cual se fortalece el ejercicio del control social ciudadano y la participación ciudadana en las instituciones del Sistema General de Seguridad Social en Salud y se establecen otras disposiciones” en los términos legalmente establecidos. 
Cordialmente,
CARLOS ABRAHAN JIMENEZ LOPEZ

Representante a la Cámara por el Valle del Cauca
    

Partido Cambio Radical


    
� Gaceta del Congreso 449 y 662 de 2012


� Gaceta del Congreso 383 de 2013


� Gaceta del Congreso 538 de 2013


� Entre paréntesis y en negrilla, el literal del artículo 6° de la ley 850 de 2003 con el cual está estrechamente relacionado.


� Igualmente en el artículo 17, literal b), de la ley 850 de 2003 se establece como derecho de las veedurías: (…) b) Solicitar al funcionario de la entidad pública o privada responsable del programa, contrato o proyecto la adopción de los mecanismos correctivos y sancionatorios del caso, cuando en su ejecución no cumpla con las especificaciones correspondientes o se causen graves perjuicios a la comunidad (…).


� El artículo 15 de la ley 850 de 2003 establece como una de las funciones de las veedurías: (…) a) Vigilar los procesos de planeación, para que conforme a la Constitución y la ley se dé participación a la comunidad (…).


� Dentro de los deberes de las veedurías, de acuerdo con el artículo 18 de la ley 850 de 2003, estas los siguientes: (…) b) Comunicar a la ciudadanía, a través de informes presentados en asambleas generales o reuniones similares de los habitantes y de las organizaciones de la comunidad, los avances en los procesos de control y vigilancia que estén realizando (…) f) Realizar audiencias públicas para rendir informes de control preventivo y posterior ejercido por la veeduría y solicitar información de las entidades oficiales o privadas que ejecuten recursos del Estado o prestan un servicio público(…).


� Cfr. artículo 18 de la ley 850 de 2003: (…) c) Definir su propio reglamento de funcionamiento y los mecanismos de regulación del comportamiento de sus miembros (…).


� Cfr. artículo 16 de la ley 850 de 2003: (…) Así mismo, las veedurías podrán: (…) c) Utilizar los demás recursos, procedimientos e instrumentos 7ue leyes especiales consagren para tal efecto (…)


� Cfr. artículo 17 de la ley 850 de 2003: (…) c) Obtener de los supervisores, interventores, contratistas y de las entidades contratantes, la información que permita conocer los criterios que sustentan la toma de decisiones relativas a la gestión fiscal y administrativa; (…).


� Cfr. artículo 18 de la ley 850 de 2003: (…) f) Realizar audiencias públicas para rendir informes de control preventivo y posterior ejercido por la veeduría y solicitar información de las entidades oficiales o privadas que ejecuten recursos del Estado o prestan un servicio público; (…).


� Sentencia C-392 del 8 de abril de 2003, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. Considerando 38.


� http://www.supersalud.gov.co/supersalud/LinkClick.aspx?fileticket=RgQNj05EwCc= 


� http://www.supersalud.gov.co/supersalud/Default.aspx?tabid=358





